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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de febrero del año 2010 dos mil diez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 174/2009-JN, promovido por la ciudadana Martha Esthela Trujillo González; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación, a la actora, del acto impugnado; toda vez que manifiesta que fue el día 15 quince de mayo del 2009, dos mil nueve, sin que de autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la respuesta contenida en el oficio número DGII-DC-332/09 (trescientos treinta y dos diagonal cero nueve), de fecha 8 ocho de mayo del 2009, dos mil nueve, en el que se le contesta una serie de cuestionamientos acerca del porqué no se autorizó el avalúo fiscal del bien inmueble ubicado en la calle Mérida, número 310, del barrio del Coecillo de esta ciudad; se encuentra debidamente acreditada con el original que, de dicho oficio, acompañó la actora a su escrito de demanda y que obra en el secreto de este Juzgado; (siendo visible en copia certificada a fojas de la 24 veinticuatro a la 26 veintiséis); documental que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público, expedido por el servidor público demandado en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .  

De lo expuesto por la actora en su escrito de demanda y de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que la actora Martha Esthela Trujillo González, mediante Informaciones Ad-perpétuam, adquirió, por prescripción positiva, el inmueble marcado con el número 310 trescientos diez, manzana 53 cincuenta y tres, de la calle Mérida, colonia el Coecillo, de esta ciudad (lo que se acredita con la copia certificada de la Escritura Pública número 4,906 cuatro mil novecientos seis, visible en autos a fojas de la 32 treinta y dos a la 34 treinta y cuatro); que a raíz de ello y para efectos del pago del impuesto sobre traslación de dominio, con fecha 8 ocho de julio del año 2008, dos mil ocho, se presentó avalúo respecto del inmueble, elaborado por el perito fiscal número 8 ocho -Arquitecto Héctor Herrera Villalobos-; que el trámite de dicho avalúo quedó pendiente por diversas causas, según consta en el oficio número DGII/DC-709-08 (setecientos nueve guión cero ocho), de fecha 28 veintiocho de octubre del 2008, dos ocho, (visible en autos a fojas 38 treinta y ocho). . . . . . .
A lo anterior, la ahora actora con fecha 7 siete de enero del año próximo pasado, formuló escrito refutando los motivos por los que quedaba pendiente el trámite del avalúo fiscal del inmueble descrito en supralíneas, por lo solicitaba la autorización del mismo. Al escrito mencionado, recayó el oficio número DGII/DC-332-09 (trescientos treinta y dos guión cero nueve) de fecha 8 ocho de mayo del 2009, dos mil nueve; el que contiene una serie de argumentos para desestimar el avalúo catastral presentado por la actora a través del perito Héctor Herrera Villalobos, concluyendo que no es posible dar trámite a dicho avalúo hasta en tanto no se aclaren algunas cuestiones técnicas y legales por existir un traslado previo; conclusión que la actora considera ilegal porque no cumple con los elementos de validez previstos en el artículo 137, fracciones VI y IX, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, esto es, no está debidamente fundada y motivada, así como no se expidió de manera congruente con lo solicitado; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     


QUINTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, en la presente causa administrativa la demandada no hizo valer causal de improcedencia alguna y de oficio no se advierte la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal para el estudio de fondo del presente negocio, se procede a analizar los conceptos de impugnación expresados por la actora; siendo preciso destacar, por su importancia lo siguiente: . . . . . . . . . . 

En primer término, que por avalúo debemos entender como el dictamen técnico practicado por persona autorizada o registrada ante la autoridad fiscal, que permite determinar el valor de mercado, en este caso, de un bien inmueble; con base en su uso, características físicas, además de las características urbanas de la zona donde se ubica, así como en la investigación, análisis y ponderación del mercado inmobiliario, contenido en un documento que reúna los datos de identificación y autentificación del inmueble, como lo son, entre otras cosas, la descripción del inmueble en forma tal que permita identificarlo; su superficie; el número de cuenta catastral; su uso actual; la descripción de cada instalación especial, elementos accesorios u obras complementarias que posea el inmueble; y, sobre todo, el valor del inmueble describiendo y justificando el método o métodos y factores de eficiencia que se aplicaron para determinar dicho valor, concluyendo con ello que el avalúo es una opinión calificada sobre el valor de un predio, sin que de ello se desprenda, de forma alguna, que un avalúo da lugar al reconocimiento del derecho de propiedad sobre un inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar, las informaciones ad perpétuam, tienen como fin el justificar la posesión como medio para acreditar el dominio pleno de un inmueble, según lo establece la fracción II, primer párrafo del artículo 731 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato y el testimonio de dichas informaciones se inscribirá en el Registro Público de la Propiedad, según lo dispuesto por el artículo 2,495, fracción XII del Código Civil en vigor en el Estado, por lo que la persona que acredita el dominio pleno, reúne la totalidad de facultades que las leyes reconocen al propietario de una cosa. . . . . . . . . . . . . . . 

En tercer lugar, también es menester puntualizar que los artículos 179 y 180 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, preceptúan, el primero, que toda persona ya sea física o moral que transmita o adquiera, por cualquier título, bienes inmuebles; está obligada al pago del impuesto predial, y, el segundo, que la base de dicho impuesto será el valor más alto entre el fiscal registrado, el de operación y el pericial realizado por peritos fiscales autorizados por la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por último, de igual manera, resulta necesario precisar que la autoridad demandada, al contestar la demanda, admite expresamente que el fondo y motivo por el que no se autoriza el avalúo lo es porque:  “…..se detectó que no corresponden a las medidas asentadas en la sentencia con las que el perito plasma en el dibujo…” y a que: “la base de datos predial urbana y rústica de esta Dirección, aparece registro de cuenta predial 02-P000138-002 como adquiriente la C. Martha Anastacia Nevarez Ávila, mediante escritura pública No. 12,823 de fecha 14 de marzo de 2006,….”, concluyendo que por ello: “no es posible dar trámite al avalúo en tanto no se aclare la cuestión técnica y legal por existir el traslado mencionado….”  (visible en autos, en la última parte del segundo párrafo de la foja 99 noventa y nueve). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Una vez precisado lo anterior, quien resuelve se avocará al estudio del único concepto de impugnación esgrimido por la actora, en lo que resulta trascendente para el sentido de esta sentencia, sin necesidad de transcribirlo, sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . 

Así las cosas, en el único concepto de impugnación que expresa la actora, en esencia, se aduce que la resolución impugnada resulta contraria a lo dispuesto en el artículo 137, fracciones VI y IX, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; esto es, que no está debidamente fundada y motivada, así como no se expidió de manera congruente con lo solicitado, argumentando, en cuanto a lo que la autoridad admite como los motivos por los que no autoriza el avalúo, lo siguiente: . . . . . . . .

“...en virtud de que la autoridad demandada carece de razón que indique que en el proceso de revisión se detectó que no corresponden a las medidas asentadas en la sentencia con las que el perito plasma en el dibujo, ya que  en algunas de ellas dice que se repiten las medidas y en un lindero se omite la medida, pues tales apreciaciones... resultan del todo subjetivas, en razón de que no establece que medidas son las que se repiten del inmueble y tampoco precisa cual es el lindero donde no se puso su longitud, por lo que al no exponer claramente la demandada las circunstancias que apoyan su indebida conclusión me coloca en un estado de indefensión...” ello en relación a que no corresponden las medias  agregando más adelante, respecto a que aparece ya un registro de cuenta predial: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Se discrepa. . . . .resulta injustificado que la autoridad insista en que el bien inmueble materia de la protocolización de las diligencias ……sobre prescripción a mi favor…….se identifica con el bien inmueble que pertenece a la señora Martha Anastacia Nevárez Avila y el cual presenta un registro predial con motivo de traslado de dominio en el año 2006, puesto que la autoridad responsable comete el equívoco de afirmar que ambas fincas son las mismas, pues ello resulta incorrecto dado los antecedentes registrales que tiene en sus archivos”. . . . . . . . . . . . 

Al respecto, al contestar la autoridad demandada como argumentos para demostrar la ineficacia del único concepto de impugnación, dice: “UNICO.- Dicho agravio es totalmente inoperante, ya que sus manifestaciones se refieren a asuntos de mero trámite, y no se enfoca a combatir el acto impugnado…….” , agregando: “Si su agravio consiste en la deficiente motivación, cabe señalar que se le da a conocer de manera clara y no solo en el párrafo al que se refiere el actor, sino en todo el oficio las causas, y el porque no se le aprueba el avalúo tal como lo presenta su perito...”  para concluir diciendo que el predio propiedad de Martha Anastasia Nevárez Ávila y que el predio del cual se solicita la autorización del avalúo: “…….son dos predios diferentes, pero como ya se le ha mencionado, el peritaje que pretende se apruebe sus medidas y colindancias se traslapan con las de la C. Martha Anastacia Nevárez Ávila, lo anterior de acuerdo a los antecedentes que obran en los archivos de la Dirección General de Impuestos…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por su parte, al comparecer la ciudadana Martha Anastasia Nevárez Ávila tercero con un derecho incompatible a la pretensión de la actora, no hace referencia alguna al concepto de impugnación expresado por la actora, ya que sólo se limita, entre otras cosas, a describir como deberían haberse desahogado las diligencias de informaciones ad-perpétuam; que las mismas carecen de los elementos constitutivos de la prescripción positiva; y, que son absoluta y totalmente nulas dichas diligencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Una vez analizado el acto impugnado, así como lo vertido tanto por la autoridad demandada como por la Tercero, este juzgador estima fundado el concepto de impugnación que se estudia, toda vez que efectivamente la autoridad, al emitir el oficio número DGII/DC-332/09 (trescientos treinta y dos diagonal cero nueve), de fecha 8 ocho de mayo del 2009, dos mil nueve, por un lado, no funda su negativa de autorización del avalúo fiscal en ningún dispositivo legal y, por el otro, no lo motiva; ya que omite expresar las razones que se hayan considerado para estimar que el caso (la negativa) puede encuadrar en las hipótesis previstas en las normas jurídicas que debía invocar para negar la autorización del avalúo; incurriendo así en una violación formal al principio de legalidad, en el sentido de que todo acto de autoridad administrativa, debe encontrarse fundado y motivado debidamente; entendiendo por la debida fundamentación, la cita del precepto legal aplicable al caso concreto, y por motivación, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, de la lectura del oficio número DGII/DC-332/09 (trescientos treinta y dos diagonal cero nueve), se desprende que la autoridad demandada, acerca de la negativa a autorizar el avalúo respecto del inmueble ubicado en la calle Mérida número 308 trescientos ocho, del barrio del Coecillo, de esta ciudad; no funda su determinación, ya que no refiere artículo de ordenamiento legal alguno que lo faculte a negar la autorización del avalúo fiscal solicitado por la actora, además que no motiva las causas o razones que, en su contestación de demanda,  señala como de fondo para negar la autorización, pues no especifica clara y concretamente que medidas del inmueble, son las que se repiten en el dibujo que contiene el avalúo fiscal, tampoco precisa cual es el lindero donde no se anotaron sus medidas, pero, sobre todo, no indica la importancia y las consecuencias que acarrean las irregularidades antes anotadas, siendo que, en la copia fotostática del avalúo que ofrecida por la autoridad demandada le fue admitida como prueba de su intención (visible en autos a fojas 111 ciento once a 112 ciento doce), este juzgador aprecia que al final de la pagina 2/3 se encuentran insertas en letra, las mismas medidas y colindancias que se consignan en auto aclaratorio dictado con fecha 12 doce de marzo del 2008 dos mil ocho, en relación a la variación de la superficie, medidas y colindancias que quedaron descritas en la sentencia dictada por el Juez Noveno Civil de este Partido Judicial, dentro del expediente 276/2006-C; lo que es patente en el testimonio de la escritura pública número 4,906, de fecha 20 veinte de junio de 2008 dos mil ocho, tirada ante la fe del Notario Público número 88 ochenta y ocho, Licenciado Ponciano Frausto Ornelas, que contiene la protocolización de las Diligencias de Información Ad-perpétuam. Testimonio del cual obra en el secreto de este juzgado, una copia autorizada por el fedatario público antes citado, y que es visible en el presente expediente 32 treinta y dos a 34 treinta y cuatro (donde es de resaltar el contenido de la foja 34 treinta y cuatro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, la demandada no expone de forma alguna, razonamientos lógico-jurídicos del porqué, por existir en la base de datos predial urbano y rústico, el registro de cuenta predial 02-P-000138-002 a nombre de Martha Anastasia Nevárez Ávila, no autoriza el avalúo fiscal del inmueble marcado con el número 310, trescientos diez, de la calle Mérida de esta ciudad; a más de que en el propio oficio que contiene el acto impugnado, dice que hay sobre-posición entre el avalúo del que se solicita la autorización con otro elaborado por el arquitecto Jesús Ricardo Urtaza Sánchez y en su escrito de contestación de demanda dice que se traslapan sus medidas y colindancias con el inmueble propiedad de la ciudadana Nevárez, sin que ni en uno ni otro escrito, describa la forma y en qué punto de las medidas y colindancias de los inmuebles se sobrepone o traslapa un avalúo con el otro, máxime de que se está en presencia de dos inmuebles distintos, como la propia demandada lo reconoce y que además dicha circunstancia se encuentra acreditada en la presente causa administrativa, con la copia simple de la escritura pública número 12,823 doce mil ochocientos veintitrés, otorgada con fecha 14 catorce de marzo de 2006, dos mil seis, ante la fe del Licenciado José Lomeli Origel, Notario Público número 19 diecinueve de este Partido Judicial que contiene la adjudicación parcial de bienes hereditarios a favor de la señora Martha Anastasia Nevárez Ávila, entre otros, del inmueble ubicado en la calle Mérida, número 306 trescientos seis, de la colonia Los Gavilanes, con una superficie de 560.01 m2 (Quinientos sesenta metros cuadrados  y un decímetro cuadrado) y, con el testimonio autorizado, por el Licenciado Ponciano Frausto Ornelas, Notario Público número 88 ochenta y ocho, de este  Partido Judicial, de la escritura pública número 4906 cuatro mil novecientos seis, de fecha 20 veinte de junio del año 2008 dos mil ocho, ya antes referido en párrafos anteriores, que contiene la protocolización de las Diligencias de Información Ad-perpétuam, respecto del inmueble marcado con el número 310 trescientos diez de la calle Mérida, de la colonia el Coecillo, de esta ciudad y que tiene una superficie de 668.35 m2 (Seiscientos sesenta y ocho metros treinta y cinco decímetros cuadrados), documentos que merecen pleno valor probatorio, ya que no obstante que el primero se trata de una copia simple, el mismo esta adminiculado a las copias que de la declaración para el pago del impuesto sobre traslación de dominio y del avalúo fiscal del inmueble marcado con el número 306 trescientos seis, de la calle Mérida, ofreció y fueron admitidas a la demandada como pruebas de su intención; y, el segundo porque al estar autorizado por un fedatario público, constituye un documento público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo anterior se desprende que las razones técnicas y jurídicas esgrimidas por la autoridad municipal para negar la autorización del avalúo, no son las debidas y resultan insuficientes para motivar su determinación, toda vez que en el caso concreto, el avalúo, del que como ya se dijo al principio de este considerando, es meramente una opinión calificada, exclusivamente referida al valor de un predio, es para efectos de calcular el pago del impuesto sobre traslación de dominio del inmueble marcado con el número 310 trescientos diez,  de la calle Mérida, de esta ciudad, sin que el mismo, de forma alguna, de lugar al reconocimiento del derecho de propiedad sobre un inmueble, toda vez que sobre ello ya hubo una resolución dictada por el ciudadano Juez Noveno Civil del Partido de León, Guanajuato dentro del expediente número 276/2006-C, relativo a las Diligencias de Información Testimonial Ad-Perpétuam, mediante la cual operó la prescripción positiva a favor de la ciudadana Martha Esthela Trujillo González, del inmueble antes citado; siendo que la prescripción, según el artículo 1231 del Código Civil vigente en el Estado de Guanajuato, es un medio de adquirir bienes (principalmente inmuebles), por el transcurso de cierto tiempo, sin que resulte valido que la autoridad demandada, al tratar el adquiriente de un inmueble, bajo esa modalidad, de cumplir con la obligación fiscal que le impone el artículo 179 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ponga trabas bajo el argumento, entre otros, como lo dice en su contestación de la demanda, de que si autoriza el avalúo causaría daños a terceros (visible en la última parte del tercer párrafo de la foja 99 noventa y nueve), ya que  contrario a la opinión de la demandada, el que haya operado la prescripción positiva podría ser la que causara lesión a otras personas que tuvieran algún tipo de derecho sobre el inmueble y no el avalúo fiscal del mismo, siendo que en este caso, la ciudadana Martha Anastasia Nevárez Ávila, señalada como tercero con un derecho incompatible a la pretensión de la actora, no esgrimió argumento, ni aportó prueba alguna tendiente a demostrar que sea propietaria total o parcial del inmueble del cual se solicita la autorización del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Así las cosas, ante la falta de fundamentación e insuficiente motivación de el acto materia de la litis, el mismo se declara nulo al actualizarse la causa prevista en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia se decreta la nulidad de la respuesta, contenida en el oficio número DGII/DC-332/09 (trescientos treinta y dos diagonal cero nueve); de fecha 8 ocho de mayo del 2009, dos mil nueve, para el efecto de que la autoridad demandada, la deje insubsistente y, subsanando las omisiones formales advertidas y contemplando lo razonado en este considerando; -sobre todo el que el avalúo fiscal del que se solicita autorización, contiene en letra, la misma superficie, medidas y colindancias que se contienen en el auto aclaratorio dictado en relación a la variación de la superficie, medidas y colindancias que quedaron descritas en la sentencia dictada por el Juez Noveno Civil de este Partido Judicial, dentro del expediente 276/2006-C y que, de acuerdo con dicha sentencia (resolución judicial), la ciudadana Martha Esthela Trujillo González ya adquirió, por prescripción positiva, el inmueble marcado con el número 310 trescientos diez de la calle Mérida, colonia Coecillo, de esta ciudad-; emita una nueva en la que dé respuesta a lo solicitado por la actora, tocante a la autorización del avalúo fiscal del inmueble antes mencionado, debiendo fundar y motivar debidamente lo que determine. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, en cuanto a la pericial en materia de topografía, por parte del perito Francisco José Bernal Salmón y la inspección desahogada el 27 veintisiete de agosto del 2009, dos mil nueve; probanzas que tenían por objeto respectivamente determinar que el bien inmueble de la parte actora es distinto del de la ciudadana Martha Anastasia Nevárez Ávila, así como la existencia de la construcción del bien inmueble ubicado en calle Mérida número 308 trescientos ocho y la edificación que se encuentra en el inmueble colindante, hacia el lado norte del mismo; se le otorga pleno valor probatorio a dichas probanzas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se advierte de la pericial desahogada, que en el caso concreto se trata de dos inmuebles distintos, lo que se corrobora con los demás medios probatorios como la propia confesión de la demandada vertida en su escrito de contestación; así como que del desahogo de la inspección se desprende que en el inmueble existen construcciones y que se encuentra debidamente delimitado por una barda perimetral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- Por otra parte, de lo solicitado por el justiciable, se encuentra lo referente al reconocimiento del derecho a la aprobación de avalúo fiscal presentado por el arquitecto Héctor Herrera Villalobos, y la condena a la autoridad para que reconozca la validez del avalúo fiscal antes señalado; lo que se traduce en las acciones consistentes en el reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado; previstas en las fracciones II y III, del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto a lo anterior, no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno; pues al no cumplir el acto impugnado con los requisitos formales de fundamentación y motivación; impide a este juzgador, entrar al estudio del fondo, para resolver sobre la procedencia o improcedencia de la autorización del avalúo para efectos del pago del impuesto sobre traslación de dominio, y la obtención de un certificado de no adeudo; por carecerse de los elementos necesarios para ello; pues desconocidos tales motivos en su aspecto sustancial, los mismos no pueden ser objeto de apreciación jurídica alguna, aunado al hecho de que tal aspecto será objeto del nuevo acto que emita la autoridad demandada, para no dejar incierta la situación jurídica del justiciable, de no resolver lo pedido, ello en atención a la jurisprudencia que la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos. No. Registro: 191,245. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XII, Septiembre de 2000; Tesis: 2a./J. 79/2000: Página: 95; Tesis de jurisprudencia 79/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto del año dos mil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos  249, 287, 298, 299, 300, fracción III, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo promovido. . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se decreta la Nulidad de la resolución contenida en el oficio número DGII/DC-332/09 (trescientos treinta y dos diagonal cero nueve); de fecha 8 ocho de mayo del 2009, dos mil nueve; para el efecto de que el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro demandado, con plenitud de competencia, dicte una nueva en la que, debidamente fundada y motivada, dé respuesta a la solicitud acerca de la autorización del avalúo presentada por la ciudadana Martha Esthela Trujillo González, lo que deberá hacer en un término no mayor a los 15 quince días hábiles, posteriores a la fecha en que cause ejecutoria la presente sentencia; debiendo informar a este Juzgado sobre el cumplimiento que dé al presente resolutivo, aportando las constancias que así lo acrediten. Lo anterior de acuerdo a los razonamientos y a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre el reconocimiento de un derecho, a que se ordene a la autoridad demandada, al otorgamiento de la autorización del avalúo presentado; ni a la condena a la autoridad para que reconozca la validez del avalúo fiscal antes señalado; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a las demás partes personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

